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Caso de don  Humberto Antonio Palamara Iribarne.

En 1993 el Señor Humberto Antonio Palamara Iribarne, se desempeñaba como empleado civil en el Departamento de Inteligencia Naval de la Comandancia en jefe de la Tercera Zona Naval, tras producirse su retiro de la Armada de Chile el 1º de enero de ese año. Vivía en Punta Arenas junto a su esposa Anne Stewart y sus tres hijos, en una residencia fiscal.

Ese mismo año, el Señor Palamara intentó publicar y comercializar el libro “Ética y Servicios de Inteligencia”, que había escrito a fines de 1992 y que versaba fundamentalmente sobre el rol de la inteligencia, analizada desde la perspectiva ética. Sin embargo, el Comandante en Jefe de la III Zona Naval ordenó al Señor Palamara abstenerse de la publicación del mismo, sin obtener previamente la autorización correspondiente.

El artículo 89 de la Ordenanza de la Armada Nº 487 de 21 de abril de 1988 establecía la prohibición respecto de “todo miembro de la Armada o persona que se encuentre a su servicio, [de] publicar […] artículos que envuelvan crítica a los servicios de la Armada, de organismos públicos o de gobierno” como asimismo “artículos que directa o indirectamente, se refieran a asuntos de carácter secreto, reservado o confidencial […] u otros [temas] que puedan dar margen a una polémica o controversia en la que se pueda ver envuelto el buen nombre de la institución”.

El 28 de febrero de 1993 se comunica al señor Palamara la denegación de la autorización que éste había solicitado, pese a lo cual, opta por seguir adelante con la publicación y comercialización de su libro. A raíz de esta decisión, se inició un proceso penal en su contra  por los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes militares, además de darse curso a una investigación sumaria administrativa por los mismos hechos. Esta última culminaría el 28 de marzo de 1993, al disponerse su retiro por la causal de “término anticipado al contrato”.

El 1 de marzo del mismo año, por resolución del Fiscal Naval Suplente, se procede a incautar, tanto en la editorial como en el domicilio del señor Palamara, los ejemplares del libro “Etica y Servicios de Inteligencia” así como también otros materiales y soportes relativos al texto. 

El 12 de marzo de 1993 el Comandante en Jefe de la III Zona Naval se declaró inhabilitado para seguir conociendo de los hechos como juez naval de Magallanes, por haber tomado parte activa en ellos. Ordenó se pasaran los antecedentes al Jefe del Estado Mayor. El 13 de marzo de 1993 el Juez Naval Subrogante resolvió instruir sumario bajo el Rol Nº 464 por los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes militares. Dos días después, el Fiscal Naval Suplente emitió un auto de procesamiento contra el señor Palamara Iribarne, como autor de los mencionados delitos, ordenando además, su prisión preventiva. 
A juicio del Fiscal Naval, el delito de incumplimiento de deberes militares -previsto y sancionado por el artículo 299 Nº3 del Código de Justicia Militar- se configuró en el momento en que el señor Palamara publicó un libro cuyo contenido guardaba estrecha relación con “asuntos de carácter clasificado”, sin la respectiva autorización institucional. Por su parte, el delito de desobediencia- contemplado en el artículo 337 Nº 3 del Código de Justicia Militar- se fundaba en la expresa negativa formulada por el señor Palamara de atenerse a la prohibición de publicación, manifestada por su superior jerárquico.

El 16 de marzo de 1993, el señor Palamara Iribarne interpuso un recurso de apelación en contra del auto de procesamiento y de la denegación de excarcelación. Éste fue acogido el 23 de marzo por la Corte Marcial, la cual concedió su libertad bajo fianza. La decisión, sin embargo, solo se ejecutó el 26 de marzo de 1993.

El 3 de marzo de 1993 la señora Anne Ellen Stewart Orlandini, interpuso un recurso de protección a su favor y de su familia, en contra de la Armada de Chile, el cual fue rechazado por la Corte de Apelaciones de Punta Arenas el 24 de marzo.
El 26 y 31 de marzo de 1993, el señor Palamara concedió entrevistas al periódico “La Prensa Austral”, en las que comentó el fallo de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas y manifestó, entre otras cosas, que su familia había sido discriminada por la Armada. El 14 de abril de 1993 el Juez naval de Magallanes- quien se había inhabilitado para conocer de la causa Nº 464- en lo que consideró una contravención de una orden de mantener reserva, emitida el 26 de marzo, dispuso que se instruyera sumario con el Rol Nº 465. Así, se le imputó al señor Palamara Iribarne otro delito de desobediencia de órdenes impartidas por un superior jerárquico, el cual fue acumulado a la causa Nº 464, por la que se investigaban los dos anteriores delitos. El abogado del señor Palamara solicitó conocimiento del sumario el 15 y 27 de abril de 1993, cuestión que fue rechazada en ambas ocasiones. 

El abogado del señor Palamara Iribarne interpuso un recurso de queja en contra del Fiscal Naval de Magallanes por abusos en la tramitación del proceso y por negarle el conocimiento del sumario y la realización de careos. El 1 de junio de 1993 la Corte Marcial desestimó dicho recurso.

El 5 de mayo de 1993, el señor Palamara Iribarne concedió una entrevista radial, que fue calificada por el Jefe de la Guarnición IM “Orden y Seguridad” como otra contravención a la orden del 26 de marzo de 1993. El 12 de julio de 1993 el Fiscal Naval de Magallanes emitió un auto de procesamiento por delito de desobediencia-establecido en el artículo 336.3 del Código de Justicia Militar- proveniente de las declaraciones efectuadas por el señor Palamara a medios escritos y radiales, despachando orden de prisión en su contra. Esta resolución fue apelada por el abogado del señor Palamara, ante lo cual el Fiscal Naval proveyó la solicitud de excarcelación y elevó la apelación.  Finalmente ésta fue confirmada por la Corte Marcial, declarando que el señor Palamara quedaba sometido a proceso.

El proceso permaneció en etapa de sumario desde el 13 de marzo de 1993 hasta el 24 de octubre de 1994, fecha en que la causa se elevó a plenario y en que por primera vez el abogado del señor Palamara accedió al expediente. Con ocasión de estas imputaciones, el señor Palamara estuvo sometido a prisión preventiva durante un total de 13 días, sin que constara en la resolución que la dispuso ni en la orden de aprehensión, los cargos formulados en su contra. El 20 de febrero de 1995, éste opuso la excepción de previo y especial pronunciamiento sobre incompetencia del Juzgado Naval de Magallanes, debido a que su representado tenía la calidad jurídica de empleado civil, por lo que no correspondía someterlo a un Tribunal Castrense. Esta excepción fue reiterada el 17 de julio de 1996 ante la Corte Marcial y rechazada el 2 de enero de 1997.
El 2 de enero de 1997, la Corte Marcial se pronunció además respecto del recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia de 10 de junio de 1996 dictada por el Juzgado Naval de Magallanes, en que se condenaba al señor Palamara como autor de los delitos imputados por el Fiscal Naval. En virtud del fallo de la Corte Marcial, se absolvió al señor Palamara del delito de desobediencia cometido al conceder entrevistas difundidas por medios radiales y escritos, se le eximió de la pena de pérdida del estado militar y se confirmó el fallo apelado por el que se le condenaba a la pena de 61 días de presidio militar menor en grado mínimo, como autor del delito de incumplimiento de deberes militares. Del mismo modo, se le condenó a la pena de 61 días de reclusión militar menor en su grado mínimo, como autor del delito de desobediencia y a la pena accesoria de suspensión de cargo u oficio público, además de imponérsele el comiso de 900 ejemplares del libro “ética y Servicios de Inteligencia” y de otros materiales alusivos a dicho texto. La sentencia de la Corte Marcial sustituyó el beneficio de reclusión nocturna por el de remisión condicional de la pena.

Contra esta sentencia, el 9 de enero de 1997, el abogado del señor Palamara Iribarne interpuso un recurso de casación en el fondo, que fue finalmente rechazado el 5 de agosto de 1997 por la Corte Suprema de Chile, contando en su integración con el auditor general del ejército.

Adicionalmente, el 12 de julio de 1993 el señor Palamara fue sometido a proceso como autor del delito de desacato, previsto en el artículo 264 Nº3 del Código Penal, con motivo de las declaraciones vertidas en una conferencia de prensa realizada días antes. En ésta aquel criticó la actuación de la Fiscalía Naval en el proceso que se seguía en su contra y se consideró había incurrido en el tipo penal al expresarse ante la prensa de manera injuriosa respecto de la Fiscalía Naval. Ese mismo día, el abogado del señor Palamara interpuso un recurso de apelación en contra de dicho auto, el cual fue confirmado por la Corte Marcial el 15 de julio de 1993. Con motivo de este proceso por desacato, el señor Palamara permaneció privado de libertad entre el 12 y el 15 de julio de 1993. Los autos fueron puestos a disposición de su abogado el 6 de octubre de 1993, habiéndose cerrado el sumario y elevado la causa a plenario. 

El 3 de enero de 1995 la Corte Marcial condenó al señor Palamara como autor del delito de desacato a la pena de 61 días de presidio menor en su grado mínimo, al pago de una multa de 11 sueldos vitales, a la suspensión de cargo u oficio público y al pago de las costas. Mediante esta resolución se revocó la sentencia absolutoria de primera instancia, que fuera elevada a la Corte Marcial sin que mediase apelación y habiendo vencido el plazo para interponerla. El 20 de julio de 1995 la Corte Suprema de Chile desestimó el recurso de queja interpuesto por el abogado del señor Palamara en contra de los Ministros de la Corte Marcial de la Armada, por haber cometido “falta o abuso” en la sentencia de 3 de enero.

El 31 de agosto de 2005 se publicó la Ley Nº 20.048 “que modifica el Código penal y el Código de justicia Militar en materia de desacato”. Mediante esta normativa se procedió, entre otras cosas, a derogar el artículo 263 (delito de injuria contra autoridades), reemplazar el texto del artículo 264 (delito de desacato a la autoridad), eliminar el artículo 265 y suprimir el artículo 268. El proyecto presentado por el Ejecutivo al Parlamento propuso la modificación, pero no la supresión total, de los artículos del Código de Justicia Militar que contemplan el desacato.

Por su parte,  los Intereses del Sr. Palamara son los siguientes: 

1.- se permita la publicación de su  libro; 

2.- se le restituya todo el material del que fue privado

3.- se dejen sin efecto las sentencias condenatorias emitidas en su contra (sentencia de 3 de enero de 1995 de la Corte Marcial de la Armada en la Causa Rol No. 471 por el delito de desacato y las sentencias emitidas por dicha Corte Marcial en la Causa No. 464 el 3 de enero de 1997 y por el Juzgado Naval de Magallanes el 10 de junio de 1996 por los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes militares)

4.- se le indemnice por los daños materiales sufridos.

5.- se le indemnice por los daños inmateriales sufridos.

6.- se le paguen los gastos y costas que ha debido solventar.
� Corresponde a un extracto de lo señalado en la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Palamara Iribarne  vs. Chile, de fecha 22 de noviembre de 2005.
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